La Junta de Portavoces de la Federación Valenciana de Municipios y Provincias (FVMP), integrada por Rubén Alfaro Bernabé, Alcalde de Elda y Presidente de la Federación Valenciana de Municipios y Provincias, María Trenzano Rubio, Alcaidesa de Algemesí, portavoz del PSPV-PSOE, Alfred Remolar Franch , Alcalde de Betxi y portavoz de Compromís, Eduardo Ovejero, asesor del grupo popular en la FVMP,  en representación del Portavoz de PPCV Cesar Sánchez Pérez, Oscar Navarro Torres, Alcalde de Polinyà de Xúquer, Portavoz de EUPV y Vanesa López Guijarro, Alcaldesa de Caudete de las Fuentes Portavoz de Ciudadanos; asistida por su Secretario General, Vicent Gil Olmedo y por Tomas Ferrandis en representación de la Vicesecretaria, Eva Sanchis Bargues, ha adoptado, por unanimidad de todos sus miembros, en la reunión ordinaria celebrada el día 18 de Noviembre de 2015, la siguiente propuesta de moción para que sea remitida a todas las Entidades Locales de la Comunitat, con el fin de que se adopte por sus respectivos plenarios.
MOCIÓN

LUCHA CONTRA LA POBREZA ENERGÉTICA

Que presenta D. /Dña. ……………………………………………………….. Alcalde/sa, Portavoz del Grupo Municipal ………………..……………………… en el Ayuntamiento, la Mancomunidad, la Diputación de ……….……………………..………..…..... en nombre y representación del mismo, mediante el presente escrito, y en uso de las atribuciones que le confiere y al amparo de lo establecido por la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local y de conformidad con el artículo 97.3 del Real Decreto 2568/1986, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, eleva al Pleno de la Corporación para su debate y aprobación, la siguiente MOCIÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La pobreza energética es una consecuencia más de la grave crisis social y económica que estamos padeciendo. Se define como la situación que sufren los hogares cuyos miembros son incapaces de pagar una cantidad de servicios de la energía suficiente para la satisfacción de sus necesidades domésticas y/o se ven obligados a destinar una parte excesiva de sus ingresos al pago de la factura energética de sus viviendas.

La pobreza energética tiene un impacto profundo en la vida de las personas y puede influir en su esperanza de vida y el empeoramiento de las enfermedades crónicas. Las Directivas 2009/72/CE y 2009/73/CE del mercado interior de electricidad y gas, respectivamente plantean exigencias que obligan a los Estados Miembros a adoptar medidas para el fenómeno de la pobreza energética.

En consecuencia la Unión Europea ha instado a los diversos Estados miembros a adoptar medidas para proteger a los consumidodres más vulnerables y a luchar contra la pobreza energética. Las normas europeas han sido elaboradas con un doble objetivo: primero, garantizar un suministro de gas y electricidad imprescindible para garantizar una vida digna asociada a la vivienda habitual, a un coste asequible para el consumidor vulnerable; y segundo, prohibir la desconexión en periodos criticos.

Los paises de nuestro entorno europeo han aprobado normas que protegen a las personas más vulnerables, prohibiendo durante el invierno interrrumpir el suministro que les pueda de¡jar sin calefacción, sin embargo el legislador español no ha abordado esta problemática social y de vida.

Entre las necesidades básicas de las personas, de las familias se encuentra el suministro eléctrico, gas y agua de su vivienda habitual. La suspensión de cualquiera de estos servicios por parte de la empresa suministradora a causa del impago de la factura, arroja a estas personas a unas condiciones de vida que provocan enfermedades y muertes.

Las Entidades Locales juegan un papel esencial en la respuesta que los poderes públicos deben ofrecer a las nuevas demandas sociales surgidada de esta crisis económica. Sin embargo, la indefensión de los más vulnerables se agrava por la mutilación que el Gobierno de España ha hecho de los servicios sociales municipales, prohibiendo su intervención, recortando, también, su capacidad de actuar. No lo podemos olvidar, La Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, ha abocado a los Ayuntamientos a un vacio competencial que impide actuar ante realidades de auxilio social.

Ha sido el Gobierno de la Generalitat Valenciana, el pasado 4 de septiembre, quien estableció mediante un Decreto Ley, medidas urgentes, relativas a la educación, salud y servicios sociales en el ámbito de la Comunitat Valenciana, ya que a falta de una regulación normativa del sistema de financiación autonómica y de las haciendas locales, era necesario garantizar la eficacia en la continuidad de los servicios públicos relativos, entre otros, de servicios sociales por parte de los municipios de la Comunitat Valenciana y evitar una parálisis en su prestación y, por tanto, un grave perjuicio para la ciudadanía. 


Consideramos preciso que se legisle para que el suministro de luz, agua y gas sea un derecho social básico, para que las personas más vulnerables accedan a una tarifa social en función de sus ingresos , y lo más importante que no haya cortes de suministro en invierno para aquellas personas que se encuentren en una situación de pobreza energética, financiando la diferencia entre la tarifa social y el consumo real a traves de los Presupuestos Generales del Estado.

Son, ante todo, medidas de supervivencia, medidas sociales que deben garantizar unas condiciones mínimas de vida para los más desfavorecidos. Atender las necesidades básicas de las personas, permite dejar de crear pobreza y evitar su expulsión de la colectividd social.

La Federación Valenciana de Municipios y Provincias en su voluntad de participar activamente en minimizar los efectos negativos que la crisis economica esta teniendo en el seno de las familias de la Comunitat Valenciana, cree necesario alcanzar el compromiso de las Entidades Locales de la Comunitat Valenciana para evitar la suspensión del suministro de energía o en su caso, asegurar su inmediato restableciemiento.

Por todo ello, presentamos para su aprobación la siguiente propuesta de acuerdo:
I. Instar al Gobierno de España a que incorpore las exigencias de la Unión Europea que obligan a los Estados Miembros a adoptar medidas para el fenómeno de la pobreza energética.

II. Instar a los Ayuntamientos de la Comunitat Valenciana a realizar las actuaciones tendentes a minimizar las consecuencias de la pobreza energética, alcanzando pactos o acuerdos con las empresas suministradoras de los servicios de Luz, Gas y Agua.

III. Que la FVMP realice las gestiones oportunas para suscribir un Convenio Marco con empresas suministradoras luz, gas y aguas, en la Comunirtat Valencina, con el fin de fijar los mecanismos para evitar la suspensión de suministro de energía en los terminos de la presente Moción.

IV. Dar traslado de esta Moción a la Presidencia del Gobierno de España, a los grupos con representación parlamentaria en el Congreso de los Diputados, en les Corts Valencianes,  a la Federación Valenciana de Municipios y Provincia.

En ………………….a……………..de………………de 2015


